4.671/cuatro mil seiscientos setenta y uno.

San Miguel, siete de mayo de dos mil catorce.

VISTOS:
     Se reproduce el fallo de alzada, con las modificaciones que se indican:

a) Se elimina  el considerando sexagésimo primero.

b) En el considerando sexto, letra e; a fojas 4.242 en la línea quince, se intercala la expresión “está” entre los vocablos “quién” y “vinculado” y a fojas 4.243 en la línea sexta, se elimina el tilde en la palabra “éstos”; en la letra n) en la línea octava, se agrega el tilde en el vocablo “este”; en la letra s) en la segunda línea, se intercala el vocablo “que” entre las palabras “indica” y “con”; en la letra t), a fojas 4.252, en la segunda línea, se agrega el tilde al vocablo “esta”; en la letra v) en la línea sexta, se agrega el tilde a la palabra “aun” y en la línea décima a la expresión “solo”; a fojas 4.254 en las letras cc)línea décimo quinta, se elimina el tilde a la palabra “éste”; en las letras ii)en la segunda línea se elimina la letra “e”; en las letras ll) en la tercera línea, se agrega la palabra años después de diez; en las letras mm)en la última línea, se sustituye el vocablo “es” por “en”; en las letras nn) en la tercera línea, se intercala la expresión “después” entre la palabra “medio” y “de” y en la línea undécima se elimina el tilde en el vocablo “sólo”; en las letras oo)se agrega la expresión “de” después de “declaración”  

c) En el motivo octavo se sustituye la mención al artículo “5” por “4”, y se reemplaza la frase que comienza con el término “incisos” y termina con “19.366” por “de la Ley 20.000”.

d) En el fundamento décimo, en la letra h)línea undécima se elimina el vocablo “es” y el tilde en la palabra “éste”.

e) En el motivo Duodécimo, letra c) se elimina la letra “s” en la palabra “dineros” y  se sustituye el término “cómplice” por el de “autora” en su párrafo final.

f) En el fundamento decimotercero, en la sexta línea se elimina la expresión “de” entre las palabras “conduce” y “ patente”

g) En el motivo décimo cuarto se elimina la frase que comienza desde la palabra “tráfico” que antecede al adjetivo “ilícito”, hasta la voz “penal” y se reemplaza por “microtráfico ilícito de drogas previsto en el artículo 4º en relación al artículo 1° de la Ley 20.000 y de asociación Ilícita para el tráfico, contemplado en el artículo 22 Nº1 de la Ley 19.366”.

h) En el fundamento décimo sexto en su punto seguido final, se sustituye la frase que inicia con el vocablo “tráfico” y que finaliza con la cita “19.366” por la de “microtráfico ilícito de drogas previsto en el artículo  4º relación con el 1º de la Ley 20.000”.

i) En el considerando vigésimo segundo, en su párrafo final se sustituye la locución “cómplice” por la de “autora”.

j) En el vigésimo tercero, en la línea décimo novena se intercalan los vocablos “a la” entre las expresiones “años” y  “fecha”;

k) En el motivo Vigésimo quinto, a fojas 4.274, en la línea vigésimo primera, se elimina el tilde en la expresión “éste”; en la línea vigésimo tercera se agrega el tilde en la locución “estos”; en la vigésimo sexta se intercala la palabra “presentó” entre los vocablos “lo” e “y”; en la línea final, se adiciona el tilde a la expresión “ordenes”;

l) En el fundamento Vigésimo noveno, a fojas 4.277, en la décima línea, se intercala la expresión “hora” entre las locuciones “media” y “llegaban”;

m) En el motivo trigésimo tercero, a fojas 4.279 en la línea vigésimo primera se intercala la palabra “casa” entre los vocablos “la” y “donde”;

n) En el considerando Trigésimo quinto, en la segunda línea se sustituye el tilde de la expresión “ésta” por “está” y a fojas 4.280, en la línea vigésimo sexta, se elimina el tilde de la expresión “éstos”.

o) En el fundamento trigésimo sexto, a fojas 4.281 se elimina el vocablo “y” 

p) En el motivo Cuadragésimo sexto, se elimina su párrafo segundo;

q) Se elimina el párrafo segundo del considerando quincuagésimo tercero.

r) Se suprime el párrafo final del motivo quincuagésimo noveno.

s) En las citas legales, se elimina la del artículo 509 del Código de Procedimiento Penal y se agrega el artículo 74 del Código Punitivo.
Y TENIENDO EN SU LUGAR Y, ADEMÁS PRESENTE:

PRIMERO Que en contra de la sentencia definitiva de

fojas 4.236 y siguientes, dedujeron recurso de apelación los encausados Israel Salazar Tapia, Daniel Pizarro Fernández, Mauro Siri Scolari, Viviana Calderón Paredes, David Zúñiga Calderón, Juan Roco Arancibia, el Consejo de Defensa del Estado y los encausados Danilo Zúñiga Calderón, Julio Fuentes Arancibia y Mariela Pinto Pinto, según consta de fojas 4.307, 4.310, 4.312, 4.316, 4.403, 4.317, 4.329, 4.332, 4.339, respectivamente, recursos que en términos generales, consideran que el fallo les ocasiona gravamen irreparable.

EN CUANTO AL DELITO DE ASOCIACIÓN ILÍCITA:

SEGUNDO: Que en primer término, se hace necesario dejar constancia respecto de los elementos del tipo penal de asociación ilícita para el tráfico de drogas contemplado en el artículo 22 de la Ley 19.366, lo siguiente:

a) Que  la asociación ilícita del artículo 22 de la Ley 19.366 es un delito en el cual intervienen un grupo de personas, dos o más, que se organizan en torno de un objetivo común con la finalidad de  cometer alguno de los delitos contemplados en la referida ley, se consuma por el solo hecho de organizarse, es de mera actividad, de peligro abstracto y pluriofensivo, por lo que el sujeto activo es castigado por el solo hecho de ser miembro de la asociación.

b) Que si bien la ley penal no otorga antecedentes suficientemente para comprender los elementos del tipo, la jurisprudencia, la doctrina y la literatura jurídica internacional han referido a ciertos antecedentes -con cierta homogeneidad-, que permiten concluir que se requiere para su existencia de dos, tres o más personas, una cierta estructura u organización, con la finalidad de realizar las actividades ilícitas que se indican en la propia ley, con permanencia en el tiempo, en que hay un centro de poder y sus miembros son fungibles, así es posible que existan sujetos que no conocen toda la organización ni la totalidad de los planes delictuales, toda vez que cada uno de ellos cumple un rol determinado que -ejecutados en su conjunto- permiten a dicha asociación lograr sus propósitos, que en el caso de autos, corresponde al de tráfico ilícito de drogas. 

c) Que en consecuencia, es posible concluir que se requiere para su configuración la concurrencia de ciertas condiciones, tales como un conjunto de personas o integrantes que accedan a la organización con ánimo de cierta permanencia, de sujeción, adscripción a sus normas de funcionamiento y mando; que el fin propuesto sea la perpetración de delitos cuyo objeto consista en la comisión de alguno de los injustos contemplados en esta ley; asimismo,  debe poseer una organización jerarquizada, con uno o varios jefes, individuos que ejecuten las órdenes y colaboradores que pueden proveer de dineros, vehículos, escondites, lugares de reunión y, en general, aporten con medios materiales, humanos y de seguridad para la ejecución de los hechos delictivos que se proponen y que son planificados por y para la organización.

d) Que por tanto, el bien jurídico protegido en este tipo penal corresponde al orden público, tratándose de un bien de orden abstracto, distinto de los bienes jurídicos que se protegen en los delitos que se cometen por los sujetos activos de la asociación.

e) Que no se requiere que los delitos, cuya ejecución pretende la organización, lleguen a consumarse; así, al tratarse de un delito de mera actividad y de peligro abstracto se identifican las etapas de iter criminis (consumado, frustrado y tentado).

Los delitos de peligro abstracto como la asociación ilícita que existe por el sólo hecho de organizarse, presuponen una presunción “juris et de Jure”, dicho peligro es presumido en abstracto por la ley, de tal manera que no es un elemento del tipo penal.

f) Que, por otra parte, dada la naturaleza del ilícito en cuestión, y atendido su carácter de delito de peligro abstracto,  debe destacarse que la asociación ilícita para el tráfico de drogas, no requiere el trato personal y directo entre todos los asociados, basta la voluntad de formar parte de ella, la que se manifiesta a través de la ejecución de actos que se realizan a su servicio, sean éstas principales o secundarias, pero que sirven al propósito criminal. 

g) Que en ese mismo orden de ideas, tampoco se requiere que los asociados estén reunidos materialmente, que habiten un mismo lugar, que estén en contacto continuo o permanente, ni siquiera que se conozcan personalmente, porque lo que interesa, como ya se dijo, es la voluntad de las personas que intervienen; así la mayoría de la doctrina concuerda en que no se necesita el trato personal, ni el conocimiento entre los participantes, ni la reunión en común o unidad de lugar, incluso es posible sostener que no se requiere una organización jerárquica claramente establecida, ni que tenga una duración determinada en el tiempo.

h) Que, por último, es dable dejar constancia que en la asociación ilícita para el tráfico de drogas,  se distinguen uno o varios jefes, miembros con tareas especiales o posiciones destacadas y los demás integrantes. Son jefes los que comandan la asociación, o a parte de ella o a su totalidad, cualesquiera que sea la jerarquía y el modo de su participación en el ejercicio del mando, así tienen una capacidad de decisión y organización dentro de la función que realizan y que es mayor que los simples miembros. 

TERCERO: Que en virtud de lo razonado precedentemente, y atentos a la prueba reunida a lo largo de la investigación de este proceso, es posible concluir que el grado de pertenencia de los miembros de la sociedad criminal requiere, que los integrantes de la organización desplieguen algún tipo de actividad que, de alguna manera, permita advertir el concierto delictivo y que verse sobre los objetivos asociativos, lo que se acredita con los actos concretos que realizaron cada uno de los condenados de estos autos, a saber: Julio Fuentes Arancibia que como jefe de la organización criminal, se coordinó con el resto de los miembros para la venta y distribución de droga en el interior y fuera de la población La Legua,  se comunicó con el sujeto alias el “peluca” y los otros integrantes de la banda para proporcionar las órdenes y además pedir cuenta de las ventas y gastos en que se incurría por las personas que estaban bajo su mando; en igual sentido, su pareja Mariela Pinto Pinto, se encontraba en pleno conocimiento de los negocios de Fuentes, reuniéndose en más de una ocasión con otros integrantes de la organización delictual, desplegando actos que dan cuenta de su pertenencia a la organización, tales como llamar por teléfono a determinados sujetos de la organización y pagar en dinero efectivo el pie de una construcción de una obra, financiada con el tráfico de drogas, manteniendo contacto directo con los diferentes integrantes de la organización criminal; Daniel Pizarro Fernández, uno de los  hombres de confianza de Fuentes Arancibia, administraba “La Fábrica” u “Oficina”, daba cuenta del desarrollo del “negocio”, lo que queda claramente establecido en las diversas escuchas telefónicas de que da cuenta el cuaderno reservado Nº7 de este proceso; Juan Roco Arancibia, “soldado” de la organización, cumplía las órdenes que le impartían, se dedicaba a distribuir la droga, siendo aprehendido el día de los hechos, cuando intentaba huir de la denominada “fábrica u oficina”; Mauro Siri Scolari proporcionaba el lugar de reunión para los integrantes de este grupo, esto es, su restaurant ubicado en la comuna de Santiago, asimismo mantenía contacto personal y telefónico con ellos para la adquisición de droga y armas de fuego, como asimismo proveyó de vehículos a Fuentes para facilitar su desplazamiento; Viviana Calderón Zúñiga, colaboró con algunos de los integrantes de la organización criminal y líderes de la banda, estaba en perfecto conocimiento de su existencia, cumplía las órdenes que le impartían, en tal sentido,  sus hijos, David y Danilo Zúñiga Calderón; Danilo Zúñiga Calderón, proveía de traslado a los integrantes de la organización al interior de  La Legua, así  como también llevaba dinero al líder de ésta y efectuaba transporte de droga; Hernán Cruz Silva, individuo cuya misión era trasladar personas desde y hacia el domicilio en el cual se traficaba droga, recibió pagos por ese concepto y efectuaba labores de trasporte de dinero; Alejandro Moya Campos, quien conociendo la existencia de la organización y sus propósitos, facilitó su nombre para la inscripción de vehículos que proveían a la organización; David Zúñiga Calderón, efectuó labores administrativas y de logística, compraba droga y la llevaba hasta la población, se comunicaba personalmente con Fuentes Arancibia para dicho efecto, mantenía contacto con un funcionario de la Policía de Investigaciones a fin de proveer a la organización de información relevante para evitar ser descubiertos; Germán Pérez Iturra, otro de los hombres de confianza de Julio Fuentes, quien en ausencia de éste mantenía el control de la organización en los gastos e ingresos provenientes de la venta de droga, supervigilaba en terreno lo que acontecía en la “oficina, fábrica o casa estudio”; los hermanos Israel y Paulo Salazar Tapia, cuya labor consistía fundamentalmente, en ser vendedores y/o distribuidores de droga en el interior de la población La Legua.

CUARTO: Que, así es posible concluir que los encausados mencionados precedentemente tenían una función clara y diferenciada dentro de la organización liderada por Fuentes Arancibia, aportando cada uno de ellos con actividades -que ejecutadas en su conjunto-, permitían a la organización mantenerse durante un tiempo determinado, a lo menos desde el mes de febrero de 2003 a agosto del mismo año, a fin de cumplir con su objetivo final, esto es el tráfico ilícito de estupefacientes, reuniéndose por tanto todos los elementos, características y circunstancias que permiten tener por acreditado dicho ilícito, previsto y sancionado en el artículo 22 de la Ley 19.366, vigente a la época de ocurrencia de los hechos materia de esta causa.  

QUINTO: Que, en tal sentido y según se describió en el motivo tercero de este fallo, las encausadas Mariela Pinto Pinto y Viviana Calderón Paredes, tomaron parte en la organización delictual, por lo que se les tendrá como autoras del ilícito del artículo 22 Nº2 de la Ley 20.000, modificándose en tal sentido el fallo del tribunal a quo, tal como se dirá en la parte resolutiva. 

SEXTO: Que, especialmente y en virtud de lo consignado en el considerando segundo letra h), es posible que en el delito de asociación ilícita para el tráfico, existan uno o varios jefes, que constituyen miembros con tareas especiales o posiciones destacadas, desechando en tal sentido las alegaciones de las defensas en orden a estimar que habían diversos encausados con la denominación de jefes y que aquello no resultaría comprensible.

SÉPTIMO: Que, al tenor de lo expuesto, cabe concluir que entre los acusados existió una estructura organizativa, con jerarquía y disposición de medios para la realización del hecho delictivo para lo cual todos y cada uno de los intervinientes dirigieron su actuación a la consecución del fin común de dicha organización, esto es, el tráfico ilícito de drogas, advirtiéndose claramente los elementos propios de toda asociación delictiva; el empleo de medios idóneos, una cierta jerarquización en su estructura, la cual en el caso de marras estuvo dada por la distribución de cometidos y de una clara supervisión por parte del encausado Julio Fuentes Arancibia y la continuidad temporal del plan más allá de la simple u ocasional coautoría o mera codelincuencia. 

EN CUANTO AL DELITO DE TRÁFICO ILÍCITO DE ESTUPEFACIENTES:

     OCTAVO: Que los encausados Daniel Pizarro Fernández y Juan Roco Arancibia, fueron condenados por el delito de tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, descrito y sancionado en el artículo 5º en relación con el artículo 1º de la Ley 19.366.

      Que habiéndose promulgado con posterioridad a la ocurrencia de estos hechos, la Ley 20.000 y en virtud de lo dispuesto en el artículo 18 del Código Penal, se arreglará a ésta, el juzgamiento de los dos hechos cuya autoría se les imputa a los encausados antes señalados y que se encuentran descritos en el considerando séptimo y octavo que se revisa.

Así, el día de los hechos se encontró en poder del encausado Juan Roco Arancibia la cantidad de 45 gramos de cocaína y a Daniel Pizarro Fernández, 10 gramos de la misma droga, más 15 gramos de marihuana y en su domicilio ubicado en la comuna de Maipú, la cantidad de 65 gramos peso bruto total de clorhidrato de cocaína, según dan cuenta los protocolos de análisis realizado por el Instituto de Salud Pública y que se agregaron a fojas 1876 y certificaciones de fojas 4228 y 4228, emitidas por Servicio de Laboratorio Clínico del Servicio de Salud Metropolitano.

NOVENO: Que así las cosas, los acusados Daniel Pizarro Fernández y Juan Roco Arancibia, serán sancionados como autores del delito de tráfico ilícito de drogas en pequeñas cantidades, descrito y sancionado en el artículo 4º en relación con el artículo 1º de la Ley 20.000, a las penas que se indicarán en lo resolutivo de esta sentencia, acogiéndose en tal sentido las peticiones subsidiarias efectuadas por las defensas de los sentenciados Pizarro y Roco.

DÉCIMO: Que atendido lo razonado precedentemente y en cuanto al quantum de las penas a aplicar, es posible concluir lo siguiente:
1.- Julio Fuentes Arancibia y Germán Pérez Iturra son responsables como autores del delito de asociación ilícita para el tráfico de estupefacientes, sancionado en el artículo 22 N°1 de la Ley 19.366, con la pena de presidio mayor en su grado medio y al beneficiarles una atenuante sin que les perjudique agravante alguna, la sanción se impondrá en su mínimum.

2.- Mariela Pinto Pinto y Viviana Calderón Paredes son responsables como autoras del delito de asociación ilícita para el tráfico de estupefacientes, sancionado en el artículo 22 N°2 de la Ley 19.366, con la pena de presidio mayor en su grado mínimo y por beneficiarles a ambas una atenuante sin que les perjudiquen agravantes, la sanción se les impondrá en su mínimum.

3.-  Daniel Pizarro Fernández es responsable como autor del delito de asociación ilícita para el tráfico de estupefacientes, sancionado en el artículo 22 N°1 de la Ley 19.366, con la pena de presidio mayor en su grado medio y como autor del delito de tráfico de drogas, en pequeñas cantidades, sancionado en el artículo 4° en relación con el artículo 1º de la Ley 20.000, con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de 10 a 40 Unidades Tributarias Mensuales, sanciones que pueden recorrerse en toda su extensión al no concurrir circunstancias modificatorias de responsabilidad penal.  

Que por resultar más beneficioso para el encausado,  se dará aplicación a la norma contenida en el artículo 74 del Código Penal, por lo se le impondrán las sanciones correspondientes a cada una de las diversas infracciones.  

4.- Juan Roco Arancibia es responsable como autor del delito de asociación ilícita para el tráfico de drogas, sancionado en el artículo 22 N°2 de la Ley 19.366 con la pena de presidio mayor en su grado mínimo y como autor del delito de tráfico ilícito de drogas en pequeñas cantidades, sancionado en el artículo 4° en relación con el artículo 1º de la Ley 20.000, con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de 10 a 40 Unidades Tributarias Mensuales, sanciones que pueden recorrerse en toda su extensión al no concurrir circunstancias modificatorias de responsabilidad penal.  

Que por resultar más beneficioso, se dará  a su respecto aplicación a la norma contenida en el artículo 74 del Código Penal, por lo se le impondrán las sanciones correspondientes a cada una de las diversas infracciones  

5.- Mauro Siri Scolari, Danilo Zúñiga Calderón, Alejandro Moya Campos, Israel Salazar Tapia y Paulo Salazar Tapia son responsables como autores del delito de asociación ilícita para el tráfico de estupefacientes, sancionado en el artículo 22 N°2 de la Ley 19.366, con la pena de presidio mayor en su grado mínimo, beneficiándoles a todos ellos  la atenuante del artículo 11 Nº6 del Código Penal, sin que les perjudiquen agravantes, por lo que  la sanción se impondrá en su mínimum.

6.- Hernán Cruz Silva es responsable como autor del delito de asociación ilícita para el tráfico de estupefacientes, sancionado en el artículo 22 N°2 de la Ley 19.366, con la pena de presidio mayor en su grado mínimo y al favorecerle la circunstancia especial prevista en el artículo 33 de la Ley 19.366 se rebajará la sanción en dos grados, quedando aquella a imponer, en presidio menor en su grado medio y por beneficiarle una atenuante genérica sin que le perjudiquen agravantes se aplicará la pena en el mínimum.

7.- David Zúñiga Calderón es responsable como autor del delito de asociación ilícita para el tráfico de estupefacientes, sancionado en el artículo 22 N°1 de la Ley 19.366, con la pena de presidio mayor en su grado medio y al favorecerle dos atenuantes, sin que le perjudique agravante alguna, se aplicará la pena rebajada en un grado, quedando aquella a imponer en presidio mayor en su grado mínimo.

Noveno: Que por lo antes expuesto, se disiente parcialmente del parecer de la Sra. Fiscal Judicial en su dictamen de fojas  4.643.

Por lo expuesto, citas legales aludidas y visto además lo que estatuyen los artículos 514, 527, 533 y 534 del Código de Enjuiciamiento en lo Criminal, se resuelve:
A.- Que se APRUEBA en lo consultado, y se CONFIRMA, en lo apelado la sentencia de once de enero de dos mil trece, escrita de fojas 4.236 y siguientes, con declaración que:
1. Que se CONDENA a MARIELA LILIAN PINTO PINTO, como autora del delito de asociación ilícita para el tráfico de estupefacientes, sancionado en el artículo 22 N°2 de la Ley 19.366, a la pena de siete años, de presidio mayor en su grado mínimo, a las accesorias de inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y de inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena.

2.- Que se CONDENA a VIVIANA DEL CARMEN CALDERÓN PAREDES, como autora del delito de asociación ilícita para el tráfico de estupefacientes, sancionado en el artículo 22 N°2 de la Ley 19.366, a la pena de cinco años y un día de presidio mayor en su grado mínimo, a las accesorias de inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y de inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena.

3. Que se CONDENA a DANIEL RICARDO PIZARRO FERNÁNDEZ, como autor del delito de asociación ilícita para el tráfico de estupefacientes, sancionado en el artículo 22 N°1 de la Ley 19.366, a la pena de diez años y un día de presidio mayor en su grado medio, a las accesorias de inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y de inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena y como autor de tráfico ilícito de drogas, en pequeñas cantidades, sancionado en el artículo 4° en relación con el artículo 1º de la Ley 20.000, a la pena de quinientos cuarenta y un días de presidio menor en su grado medio, accesoria de suspensión de cargo u oficio público durante la condena y multa de 10 Unidades Tributarias Mensuales.

4. Que se CONDENA a JUAN GUILLERMO ROCO ARANCIBIA, como autor del delito de asociación ilícita para el tráfico de estupefacientes, sancionado en el artículo 22 N°2 de la Ley 19.366, a la pena de cinco años y un día de presidio mayor en su grado mínimo, a las accesorias de inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y de inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena y como autor de tráfico ilícito de drogas, en pequeñas cantidades, sancionado en el artículo 4° en relación con el artículo 1º de la Ley 20.000, a la pena de quinientos cuarenta y un días de presidio menor en su grado medio, accesoria de suspensión de cargo u oficio público durante la condena y multa de 10 Unidades Tributarias Mensuales. 
B) Y se precisa, en lo relativo a los abonos de los sentenciados, que la orden de libertad en cuanto al condenado Julio Fuentes Arancibia rola a fojas 1846 del cuaderno de excarcelación y no a fojas 1845 como se indica en el fallo en alzada; asimismo la referencia que se hace respecto de Juan Roco Arancibia en relación a la constancia de su excarcelación, corresponde a fojas 1444 y no 1447; y por último en relación al sentenciado David Zúñiga Calderón, se corrige que su abono comienza a correr desde el día 29 de enero de 2004 y no 30 de enero, como se señala en el fallo revisado.

    En cuanto al abono relativo al sentenciado Israel Salazar Tapia, se precisa que si bien éste ha permanecido ininterrumpidamente privado de libertad desde el 7 de enero de 2008, como aparece a fojas 3.230, éste comenzó el cumplimiento de la pena impuesta en los autos RIT 2969-2006 del 12° Juzgado de Garantía de Santiago con  fecha 18 de Julio de 2007, sanción que cumplió con data 10 de enero de 2011, según consta del certificado de fojas 4.669, motivo por el cual  le servirá de abono el tiempo que ha permanecido ininterrumpidamente privado de libertad por esta causa a contar del 11 de enero de 2011, a la fecha.


C) Si los sentenciados no pagaren la multa impuesta sufrirán, por vía de sustitución, la pena de reclusión, regulándose un día por cada media unidad tributaria mensual. En todo caso, la reclusión no podrá exceder de seis meses.

Se previene que el abogado integrante señor Arrieta estuvo por confirmar la decisión condenatoria con declaración que respecto de los encartados David Zúñiga Calderón y Daniel Pizarro Fernández, su participación en los hechos es la de autores del delito previsto en el artículo 22 N° 2 de la Ley 19.366, estimando para ello que el relato fáctico que sirve de sustento para la calificación jurídica de los hechos asentados en la sentencia recurrida, refiere con claridad y precisión que en el caso del acusado Pizarro Fernández, éste se encontraba encargado de administrar “la Fábrica, Oficina o Casa Estudio”, vender y llevar registro de las transacciones de droga, debiendo rendirle cuenta de las mismas a Julio Fuentes, líder de la organización ( letras “a” a la “j” del considerando décimo cuarto) y que respecto del encartado Zúñiga Calderón, su participación en los hechos se limitó a la venta y confección de papelillos de droga, según la propia confesión prestada por éste y que se consigna en el considerando Trigésimo sexto del fallo.

Que por lo mismo, a juicio de este disidente, con los datos y pruebas aportados por la sentencia, no hay base suficiente para dar por acreditada la pertenencia de ambos imputados a dicha organización en carácter de jefes o que hayan ejercido dirección en la misma.

Que, a mayor abundamiento, la calificación jurídica de un acusado como autor en calidad de jefe de una organización o asociación ilícita de aquellas que contemplaba la ley 19.366, en orden al tipo subjetivo de esta figura, no puede quedar sustraída de los principios generales de culpabilidad, los que exigen el conocimiento por parte del sujeto activo que interviene en la organización de cumplir en el caso concreto funciones de dirección, tanto desde el punto de vista ejecutivo como de planificación y preparación, aspectos que de manera alguna quedan evidenciados en la sentencia recurrida respecto de ambos encausados.  

Regístrese y devuélvase con sus diecisiete tomos y custodias. 

Redacción de la Ministro señora Adriana Sottovia Giménez y la prevención de su autor.

N° 250-2013-CRI.

Dictado por las Ministros Sra. Inés Martínez Henríquez y Sra. Adriana Sottovia Giménez y Abogado Integrante Sr. Nicolás Arrieta Concha. 

En San Miguel, siete de mayo del año dos mil catorce, notifiqué por el estado diario la resolución precedente.

